
This is a digital copy of a book that was preserved for generations on library shelves before it was carefully scanned by Google as part of a project 
to make the world's books discoverable online. 

It has survived long enough for the copyright to expire and the book to enter the public domain. A public domain book is one that was never subject 
to copyright or whose legal copyright term has expired. Whether a book is in the public domain may vary country to country. Public domain books 
are our gateways to the past, representing a wealth of history, culture and knowledge that's often difficult to discover. 

Marks, notations and other marginalia present in the original volume will appear in this file - a reminder of this book's long journey from the 
publisher to a library and finally to you. 

Usage guidelines 

Google is proud to partner with libraries to digitize public domain materials and make them widely accessible. Public domain books belong to the 
public and we are merely their custodians. Nevertheless, this work is expensive, so in order to keep providing this resource, we have taken steps to 
prevent abuse by commercial parties, including placing technical restrictions on automated querying. 

We also ask that you: 

+ Make non-commercial use of the files We designed Google Book Search for use by individuáis, and we request that you use these files for 
personal, non-commercial purposes. 

+ Refrainfrom automated querying Do not send automated queries of any sort to Google's system: If you are conducting research on machine 
translation, optical character recognition or other áreas where access to a large amount of text is helpful, please contact us. We encourage the 
use of public domain materials for these purposes and may be able to help. 

+ Maintain attribution The Google "watermark" you see on each file is essential for informing people about this project and helping them find 
additional materials through Google Book Search. Please do not remo ve it. 

+ Keep it legal Whatever your use, remember that you are responsible for ensuring that what you are doing is legal. Do not assume that just 
because we believe a book is in the public domain for users in the United States, that the work is also in the public domain for users in other 
countries. Whether a book is still in copyright varies from country to country, and we can't offer guidance on whether any specific use of 
any specific book is allowed. Please do not assume that a book's appearance in Google Book Search means it can be used in any manner 
any where in the world. Copyright infringement liability can be quite severe. 

About Google Book Search 

Google's mission is to organize the world's information and to make it universally accessible and useful. Google Book Search helps readers 
discover the world's books while helping authors and publishers reach new audiences. You can search through the full text of this book on the web 



at jhttp : //books . qooqle . com/ 




Acerca de este libro 

Esta es una copia digital de un libro que, durante generaciones, se ha conservado en las estanterías de una biblioteca, hasta que Google ha decidido 
escanearlo como parte de un proyecto que pretende que sea posible descubrir en línea libros de todo el mundo. 

Ha sobrevivido tantos años como para que los derechos de autor hayan expirado y el libro pase a ser de dominio público. El que un libro sea de 
dominio público significa que nunca ha estado protegido por derechos de autor, o bien que el período legal de estos derechos ya ha expirado. Es 
posible que una misma obra sea de dominio público en unos países y, sin embargo, no lo sea en otros. Los libros de dominio público son nuestras 
puertas hacia el pasado, suponen un patrimonio histórico, cultural y de conocimientos que, a menudo, resulta difícil de descubrir. 

Todas las anotaciones, marcas y otras señales en los márgenes que estén presentes en el volumen original aparecerán también en este archivo como 
testimonio del largo viaje que el libro ha recorrido desde el editor hasta la biblioteca y, finalmente, hasta usted. 

Normas de uso 

Google se enorgullece de poder colaborar con distintas bibliotecas para digitalizar los materiales de dominio público a fin de hacerlos accesibles 
a todo el mundo. Los libros de dominio público son patrimonio de todos, nosotros somos sus humildes guardianes. No obstante, se trata de un 
trabajo caro. Por este motivo, y para poder ofrecer este recurso, hemos tomado medidas para evitar que se produzca un abuso por parte de terceros 
con fines comerciales, y hemos incluido restricciones técnicas sobre las solicitudes automatizadas. 

Asimismo, le pedimos que: 

+ Haga un uso exclusivamente no comercial de estos archivos Hemos diseñado la Búsqueda de libros de Google para el uso de particulares; 
como tal, le pedimos que utilice estos archivos con fines personales, y no comerciales. 

+ No envíe solicitudes automatizadas Por favor, no envíe solicitudes automatizadas de ningún tipo al sistema de Google. Si está llevando a 
cabo una investigación sobre traducción automática, reconocimiento óptico de caracteres u otros campos para los que resulte útil disfrutar 
de acceso a una gran cantidad de texto, por favor, envíenos un mensaje. Fomentamos el uso de materiales de dominio público con estos 
propósitos y seguro que podremos ayudarle. 

+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 

+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La legislación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
autor puede ser muy grave. 

Acerca de la Búsqueda de libros de Google 

El objetivo de Google consiste en organizar información procedente de todo el mundo y hacerla accesible y útil de forma universal. El programa de 
Búsqueda de libros de Google ayuda a los lectores a descubrir los libros de todo el mundo a la vez que ayuda a autores y editores a llegar a nuevas 



audiencias. Podrá realizar búsquedas en el texto completo de este libro en la web, en la página lhttp : / /books . qooqle . com 



It* 




HARVARD LAW LIBRARY 



GIFT OF 



Received * v ^ ' v 




i ■*" 

* PROYECTO 

DE 

LEY DE TELEFONOS 

^ 

ADOPTADO POR LA COMISIÓN CONSULTIVA 

Y SOMETIDO AL 

Sr. Gobernador Provisional 

EN MAYO 12 DE 1908. 



\ 




HABANA 



IMPRENTA Y PAPELERÍA DE RAMBLA Y BOUZA 



OBISPO NÚMEROS •« Y 35 

1908 



'i /'a: 



*/2o/,,.> 



Habana, Junio 10 de 1908. 

Propuesta por la Comisión Consultiva, por nue- 
ve votos favorables y tres adversos, la promulgación 
de una Ley de Teléfonos por decreto del Gobierno 
Provisional, he creído conveniente, á fin de compro- 
bar la opinión pública sobre si la legislación sobre 
teléfonos debe promulgarse por el Gobierno Provisio- 
nal ó dejarse en suspenso hasta que se reúna el Con- 
greso Cubano, así como para comprobar la opinión 
pública en cuanto á lo que en el proyecto de Ley pro- 
puesto por la Comisión Consultiva se dispone, orde- 
nar lo siguiente: 

1 : — Se publicará, sin demora, por cuenta del Es- 
tado, y en forma de folleto, el proyecto de Ley de Te- 
léfonos, redactado por la Comisión Consultiva, con 
su exposición de motivos. 

2 o — Se repartirán ejemplares de dicho folleto, á 
todas las oficinas, corporaciones, partidos políticos, 
prensa periódica y «particulares que los soliciten, á 
cuyo efecto se imprimirán mil ejemplares en español. 

3 o — El Gobernador Provisional recibirá con gus- 
to por un período de veinte días siguientes á la pu- 
blicación del proyecto, el parecer de cuantos se in- 
teresen por este asunto. 

CHARLES E. MAGOON, 
Gobernador Provisional. 



LA COMISIÓN CONSULTIVA 

Habana, 12 de Mayo de 1908. 

Honorable Gobernador Provisional. 

Señor : 

La Comisión Consultiva, en contestación á su 
respetable carta fecha seis del pasado mes, relativa 
á la conveniencia y oportunidad de una reforma en 
la 'legislación actual sobre teléfonos, en el sentido y 
sobre las bases sugeridas por la ilustrada Junta Con- 
sultiva Agraria, después de dedicar á este importante 
asunto la atención «preferente que usted atentamente 
se sirvió recomendarle, tiene el honor de elevar á su 
consideración, en las siguientes líneas, el criterio que 
á ese respecto esta Comisión sustenta- 

Abarca tres interrogaciones fundamentales la 
consulta. ¿Procede la reforma de la legislación vi- 
gente sobre teléfonos? Caso de proceder: ¿serían los 
actuales momentos de oportunidad para realizarla? 
En los supuestos afirmativos de una y otra cuestio- 
nes: ¿Cuáles debieran ser las modificaciones adop- 
tables? 

Parece que una consideración fundamental de 
extricta lógica, impone, como base indispensable á 
todo racionamiento relativo á la procedencia y opor- 
tunidad de la reforma, examinar, con detenido estu- 
dio, los defectos ó las excelencias de la vigente Ley; 
ya que, emitido juicio absolutamente favorable res- 
pecto á su eficacia, resultaría seguramente improce- 
dente cualquier intento de reforma, mientras que, 
formulada opinión distinta — adversa a sus bonda- 
des — parecería de utilidad evidente realizarla. 

No son numerosas y son, por cierto, relativa- 



VI 

mente arcaicas — pues la más moderna fué promulga- 
da hace dieciocho años — las disposiciones de la legis- 
lación española, vigente en Cuba, relativas al servicio 
de teléfonos. 

Por [Real Decreto de 11 de Agosto de 1884, he- 
cho extensivo á Cuba por Real Orden de 20 de Albril 
de 1885 y publicado en la Gaceta Oficial de 29 de 
Mayo de este último mencionado año, se autorizó al 
Gobernador General de la Isla de Cuba, para estable- 
cer y explotar el servicio telefónico en las poblaciones 
donde lo creyere omveniente, valiéndose para ello de 
los funcionarios del cuerpo de telégrafos. 

Se instauró, pues, este servicio en la Isla de Cu- 
ba, como un servicio oficial del Estado, á cargo del 
Gobierno y por éste explotado. Y de tal manera es- 
te pensamiento inspiró la referida disposición legal, 
que, desenvolviéndolo, en su artículo tfexto establece 
que solamente podrán concederse autorizaciones para 
establecer líneas telefónicas particulares en las pobla- 
ciones donde no exista red telefónica del Estado, y 
mientras éste no la construya, y á condición de que 
tales líneas sean para unir dependencias de un mis- 
mo dueño y reservándose el Gobierno el derecho de 
intervenirlas. 

El Real Decreto de 12 de Mayo de 1888, promul- 
gado en la Gaceta Oficial de la Isla el seis de Julio 
de dicho año, modificó substancialmente el anterior, 
estableciendo en su primer Artículo la autoridad del 
Ministro de Ultramar para conceder á particulares ó 
á Compañías él establecimiento y explotación de re- 
des telefónicas, con destino al servicio público, en las 
Islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, así como den- 
tro del Término Municipal de uno ó más Ayunta- 
mientos de las mismas, cuando constituyeren una so- 
la agrupación, sin exceder del radio de diez kilóme- 
tros, á contar del punto donde se fije la Estación 
Central. 

Establecido en el citado Artículo el sistema de 
otorgamiento á particulares ó Compañías, de conce- 
siones para la explotación del servicio de Teléfonos, 
regulan los subsiguientes preceptos las condiciones 
ó bases á las que deberán de ajustarse aquéllas; me- 
reciendo especial mención de tales bases, no sólo por 
el interés que revisten, sino por cuanto sustancial- 
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mente mantienen y desarrollan el criterio general 
de «la Legislación española, en materia de concesiones 
(criterio hasta el presente sostenido) las que dispo- 
nen que aquéllas se hagan siempre previo el requisito 
de la subasta pública, que ésta verse sobre el mayor 
tanto por ciento que habrá de percibir el Estado de 
la recaudación total y cuyo mínimun será el seis por 
ciento de la misma; así como que al vencimiento de 
veinte años — término por el que sólo podrán otorgar- 
se las concesiones — 'las líneas y aparatos telefónicos 
pasaren á ser propiedad del Estado, sin que éste tu- 
viere que abonar nada por ella al concesionario. 

El referido Real Decreto contenía, además, en 
la segunda de sus bases, la importante declaración de 
que éstas concesiones no constituirían privilegio ex- 
elusivo en favor del concesionario; pero en la base 17 
añadía: no podrá existir ninguna línea telefónica 
oficial ó particular, excepción de las expresadas en la 
base novena (referente á ciertos servicios gratuitos á 
dependencias oficiales) sin permiso del concesionario, 
y sin pagar la correspondiente cuota, etc." 

El 10 de Julio de 1890 fué promulgado en la 
Gaceta Oficial de la Isla el Real Decreto de fecha 16 
de Mayo de aquel año, que, al igual que el de 1888, 
con relación á su precedente, no deroga totalmente, 
sino, á su vez, reforma su antecesor. 

La más esencial modificación que esta última 
disposición legal contiene, consiste en la omisión total 
de las importantes declaraciones antes referidas, re- 
lativas tanto á que la existencia de una concesión no 
constituiría privilegio exclusivo á favor del concesio- 
nario, como la necesidad del permiso de éste para 
extender cualquiera otra línea, ya particular ó ya 
oficial. Las otras modificaciones, técnicas unas y po- 
co importantes otras, encamínanse á garantizar con 
mayor eficacia los intereses del Estado y las conve- 
niencias del servicio ; y en todo lo que atañe á necesi- 
dad de la subasta, radio de líneas, término de la con- 
cesión y reversión al Estado, al cumplimiento de ella, 
de los materiales de líneas y aparatos telefónicos, 
conserva y reitera las disposiciones del Real Decreto 
de 12 de Mayo de 1888. 

Hasta aquí las disposiciones legales, de origen 
colonial, aún vigentes. 
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Durante la segunda legislatura del primer Con- 
greso cubano, fué presentado á la Cámara de Repre- 
sentantes y votado en ella, un proyecto de Ley rela- 
tivo á teléfonos, que con modificaciones importantes 
aceptó el Senado y aprobaron ambos Cuerpos Cole- 
gisladores; pero presentado á la consideración del 
Honorable Presidente de la República, éste lo devol- 
vió al Congreso, ejerciendo la prerrogativa constitu- 
cional del veto, y el proyecto no llegó, á convertirse 
en Ley. 

Las conclusiones que del precedente rápido exa- 
men de la legislación colonial vigente sobre teléfonos 
se derivan, son : primera, que el criterio no interrum- 
pido desde 1888 respecto á la explotación de este ser- 
vicio público, ha sido el de encomendar éste á la inicia- 
tiva privada de particulares ó compañías, otorgándo- 
le concesiones para ello; desistiendo el. Estado de su 
primitivo intento de asumirlo directa y oficialmente 
como servicio ó atención propia; segunda, que esas 
concesiones reportaran al Estado beneficios propor- 
cionados á las grandes utilidades que el concesionario 
habría de percibir, limitando siempre, además, el ter- 
mino de ellas, y revertiendo al Estado la propiedad 
de todo el material empleado en el servicio. 

Y aunque solo con el carácter de referencia, ten- 
dente á ilustrar la opinión sobre el criterio general de 
nuestra Legislación en materia de concesiones sobre 
servicios públicos de cualquiera naturaleza y á demos- 
trar cómo este punto de vista general ha prevalecido 
y subsistido en nuestras más míodernas y recientes 
disposiciones legislativas, séanos permitido recordar 
que en el proyecto de Ley Orgánica de los Munici- 
pios, sometido á la consideración de Vd. por la Comi- 
sión Consultiva, y pendiente en la actualidad de su 
sanción, los preceptos de los Artículos 128 y 129 de 
esa Ley responden al mismo pensamiento que inspiró 
los Reales Decretos de doce de Mayo de 1888 y 16 
de Mayo de 1890, al exigir los intencionados Artículos 
al Municipio, que cuando optare por contratar con 
Compañía ó particular, la prestación de algún servi- 
cio público que el otorgamiento de concesiones sólo 
sea lícito mediante el requisito de una subasta; ase- 
gurada la utilidad proporcional correspondiente; por 
tiempo limitado y revertiendo á la entidad oficial, 
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otorgadora de la concesión al término de ésta, la 
propiedad del material utilizado para la explotación 
por eil concesionario- 

Ahora bien; si sobre estos extremos el criterio 
que de tales antecedentes se deducen es claro y pre- 
ciso, no lo es tanto respecto á una duda que plantea 
la modificación realizada por el Real Decreto de 16 
de Mayo de 1890, en el Artículo primero del Real 
Decreto de igual mes de 1888, al suprimir la expresa 
é interesante declaración en éste consignada, de que 
las concesiones á su amparo otorgadas, no habrían de 
constituir privilegio exclusivo para el concesionario. 

¿Deberá estimarse, dada esa omisión intencional, 
que las concesiones otorgadas con posterioridad al 
Real Decreto de 16 de Mayo de 1890, y á virtud de 
éste, constituirán, en todo caso, un monopolio ó pri- 
vilegio ? 

Tal deducción, aceptada por un distinguido co- 
mentarista de esa disposición legal, el Sr. Carballo, 
entiende esta Comisión, tras reflexivo estudio, que no 
puede prevalecer ni es daMe aceptarla. Y sobre es- 
te extremo ha detenido su atención, porque claro está 
que al estudiar la posibilidad de la reforma de una 
legislación á cuya sombra han surgido derechos — co- 
mo todos los derechos, respetables — se impone la con- 
sideración de la importancia de éstos, de la gravedad 
de la lesión que pudiera inferírseles, al doble objeto 
de impedir posibles reclamaciones al Estado é inde- 
bido perjuicio á quienes con el Estado contrataren. 

Por ello la Comisión Consultiva estudió cuidado- 
samente el alcance de la modificación citada, pero su 
estudio no le sugiere la impresión de que, por deduc- 
ción, pueda aceptarse, que al no decir el Real Decre- 
to de 16 de Mayo de 1890 que las concesiones no 
constituyen nunca privilegio, se infiera que siempre, 
por el contrario, deben constituirlo. 

En buenos principios, la interpretación exten- 
siva ó por deducción y analogía, jamás se acepta pa- 
ra fundar sobre ella un privilegio ó establecer una 
excepción ; pero, además, y dentro de la más extrieta 
interpretación gramatical y lógica del silencio del le- 
gislador, sólo puede impedirse el deseo de no hacer 
sobre ese extremo declaración alguna; esto es, de de- 
jar en libertad á la entidad oficial — el Estado — p$ra, 



según los casos, realizar la política que estime perti- 
nente; no limitando su facultad por una prohibición 
expresa, como lo hacía en el precepto omitido del 
Real Decreto de 1888, sino por el contrario, permi- 
tiéndole otorgar la concesión, con uno ú otro carác- 
ter, atendidas su naturaleza y circunstancias espe- 
ciales y diversas. 

No obstante, como el criterio de la Comisión no 
es unánime sobre este importante extremo, y, por otra 
parte, dentro de la interpretación antes expuesta, ca- 
be admitir el hecho de que alguna ó todas las Com- 
pañías existentes tengan carácter de privilegio, la 
Comisión previo estos casos, y entendiendo que tal 
exclusivismo no puede constituir obstáculo serio á la 
adopción de los preceptos legales que establezcan un 
sistema de libertad para el otorgamiento de autoriza- 
ciones, regula en diversos artículos el procedimiento 
para la concesión de éstas, sin lesionar los intereses 
y derechos de los anteriores concesionarios. 

Pasando al examen concreto de las reformas de- 
mandadas y de la consulta por Vd. sometida á la 
consideración de este organismo, la Comisión Consul- 
tiva debe emitir y emite su informe favorable en 
cuanto á la utilidad de la reforma y con la excepción 
de tres de sus miembros que consideran improceden- 
te tal reforma ahora, los demás miembros de la Co- 
misión consideran que las condiciones presentes exi- 
gen la promulgación ahora de la Ley- 
Claro es que no pude señalarse esta Ley entre 
las de carácter político y fundamental, dirigidas al 
aseguramiento sobre sólidas bases de la normalidad 
constitucional; pero no es menos cierto que su natu- 
raleza, preferentemente administrativa, y su urgente 
necesidad y utilidad evidentes, justifican y abonan 
la adopción de una disposición, legislativa que acomo- 
de á las exigencias imperiosísimas de la civilización 
moderna, un servicio que, entre nosotros, adolece en 
su desarrollo, de deficiencias incompatibles con nues- 
tro actual estado de cultura social y con el desenvol- 
vimiento extraordinario de la vida económica de es- 
te país. 

Como necesidad, pues, de atención inmediata é 
inexcusable por la civilización impuesta, el teléfono, 
como el telégrafo, como el cable, como el ferrocarril, 
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como el correo, es servicio público que no puede la 
acción gubernativa desdeñar. El Gobierno ó lo es- 
tablece 6 lo autoriza. Tal es el dilema. Pero si lo 
establece, debe de hacerlo en condiciones tales, que la 
iniciativa privada no pueda sentir, sin poder reme- 
diarlas, las deficiencias de la acción oficial, y si no lo 
establece, no debe poner trabas á quien supla su ac- 
ción, sino estimularla por los medios hábiles que la 
Ley le otorga, á fin de que el servicio se realice cum- 
plidamente, y se satisfagan todas las aspiraciones en 
él interesadas, y toda la necesidad á que responde su 
existencia. 

Para la práctica realización de estos fines, es 
útil la reforma de la legislación vigente en materia 
de teléfonos. Los Reales Decretos de que se ha hecho 
repetidamente mención, obedeciendo á un pensamien- 
to que desde luego no se ajusta á la concepción mo- 
derna del servicio de teléfonos, impedían su estable- 
cimiento precisamente en la forma en que resulta su 
eficacia mayor, esto es, á largas distancias; á través, 
si fuere posible, de todo el territorio nacional. 

Las grandes exigencias de la vida mercantil re- 
claman, hoy, imperiosamente esa reforma. Para las 
transacciones comerciales, y aún para la vida de re- 
lación que en todos los órdenes debe existir y existe, 
entre las diversas ciudades y pueblos de la República, 
la comunicación telefónica es una necesidad, que pi- 
de ser satisfecha, y que, al serlo, contribuirá pode- 
rosamente al general progreso- 

*No cabe desconocer — y al Estado que hoy explo- 
ta ese servicio interesa no olvidarlo — que la extensión 
telefónica que por ia Isla, sin limitación alguna, "de 
distancias y recorridos, puede mermar, y seguramen- 
te mermará la renta de telégrafos — ya actualmente en 
considerable déficit — pero aparte de que generalmen- 
te ese servicio, si no tiene una excelente organización, 
arroja déficit, no parece que exista razón fundamental 
para que el Gobierno persista en conservarlo, una vez 
que se autorice la comunicación telefónica por toda la 
Isla, sino que — de no asumir ambos — lógico fuera que 
acordara idéntico proceder con el servicio telegráfico, 
dejando á la iniciativa particular de los particulares 
ó Compañías de accidentes, la labor de resistir á la 
competencia que las mejoras y la mayor extensión de 
las redes telefónicas le impondrían; utilizando, á su 
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vez, los grandes adelantos científicos modernos, que 
han transformado esa importantísima rama de las in- 
dustrias eléctricas. 

No con la misma fervorosa aprobación con que 
cabe acojerse el pensamiento de modificar el precepto 
•limitativo de la distancia para las redes telefónicas 
(radio de diez kilómetros) establecido en la legisla- 
ción vigente, sino, por el contrario, con prudente cau- 
tela debe estudiarse la proposición relativa á la li- 
bertad absoluta de todo particular ó Compañía res- 
ponsable para la construcción y explotación d¡e 'las 
líneas, sin perjuicio de tercero y sin limitación algu- 
na en cuanto á tiempo de duración. 

Siendo altamente plausible la intención genera- 
dora de una disposición de esta naturaleza, fácil se- 
ría, no obstante, si no se regula muy cuidadosamente 
su ejecución y desenvolvimiento, convertirla en fuen- 
te de un monopolio — menos favorable para los inte- 
reses públicos y los del Estado — que el que resultaría 
de una concesión, con privilegio, otorgada con los re- 
quisitos de subasta, utilidad proporcional, término 
limitado, y reversión al expirar éste, que son norma 
generad de las concesiones hasta de las que, sin el ca- 
rácter de privilegios, se otorgan. 

Así, pues, habría que regular que la ocupación 
del suelo, subsuelo ó aire por una de esas Compañías ó 
particulares responsables, autorizadas para la cons- 
trucción y explotación de líneas telefónicas no podía 
ser causa de oposición á otras instalaciones posterio- 
res, excepto en lo que éstas impidieren la comunica- 
ción y operación de aquéllas; pues de otro modo la 
primera compañía ó, el primer particular que ocupara 
dichas vías, etc., podría alegar que las autorizaciones 
sucesivas, para los mismos lugares, eran en perjuicio 
de tercero, y de ese modo, extendiendo por todas par- 
tes su red (dada la no limitación del recorrido) impe- 
diría las nuevas iniciativas y ejercería el más injusto 
y provechoso de los monopolios. 

Justo es también que se conserven las disposicio- 
nes relativas á la participación proporcional del .Es- 
tado y del Municipio, en su caso, en 'los rendimientos 
y utilidades del particular ó compañía autorizados; 
disposiciones éstas que ya establecía el Real Decreto 
de 1888 respecto á las concesiones que no constituían 
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privilegio, y finalmente, aparte otras disposiciones 
que garanticen los derechos del Estado, tales como 
el de la ocupación de todas las líneas en los casos de 
suspensión de las garantías constitucionales, por los 
motivos que establece el Artículo 58 de la Constitu- 
ción y otros que pongan á salvo el prinicipio de la 
autonomía de los Municipios, reconocida en nuestro 
Código fundamental, y proclamado y desenvuelto en 
la Ley Orgánica correspondiente; tales, como el de 
regular, dentro de su Término, la ocupación del sue- 
lo, subsuelo ó aire, y aún la de oponerse al estableci- 
miento de una línea si la estima inconveniente por 
f alta de capacidad de las calles, peligro, etc. ; estable- 
cer, de modo expreso, el derecho del Estado, para ad- 
quirir en las condiciones de precio y tiempo que la 
Ley señale, las líneas, plantas, &, reconociendo igual 
facultad á los Ayuntamientos en cuanto á las mismas 
instalaciones cuando fueren limitadas á su término, 
ya que no sería lícito privar, ni siquiera cohibir, a 
una ú otra entidad oficial — Estado ó Municipio — del 
derecho á nacionalizar ó municipalizar la prestación 
del tal servicio, si razones de utilidad pública así lo 
aconsejaren. 

Objeto de estudio por parte de esta Comisión, 
también ha sido el relativo á la exención total de con- 
tribución á las líneas llamadas de uso particular. La 
Comisión entiende que tales líneas deben estar exen- 
tas de pagar contribución. 

Tales son, Honorable Señor, los puntos de vista 
de la Comisión Consultiva, con relación á la consulta 
que Vd. se sirvió someterle, y los cuales desenvuelve 
en el siguiente proyecto de ley, que tiene el honor de 
elevar á Vd., por si tiene á bien impartirle su supe- 
rior aprobación. 

De Vd. respetuosamente, 

(f) E. H. Crowder. — (f) Erasmo Regüeiferos. 
— (f) Mario García Kohly.— (f) M. F. Viondl— 
(f) M. M. Coronado. — (f) Otto Schoenmoh. — (f) 
Blanton "Winship. — (f) F. Carrera Jústiz. — (f) 
Rafael Montoro. — (f) Alfredo Zayas. — (f) Feli- 
pe González Sarraín. — (f ) Juan Gualberto Gómez. 
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Artículo 1: — Toda persona ó sociedad, puede es- 
tablecer y explotar líneas de teléfonos para el servi- 
cio público, dentro ó á través de uno ó varios térmi- 
nos municipales, sujeta á los reglamentos y condicio- 
nes que establezcan el Estado ó el Municipio, y obte- 
niendo de este último autorización para colocar pos- 
tes, hilos de alambres, conductores y demás acce- 
sorios. 

Artículo 2. — Compete al Secretario de Goberna- 
ción, otorgar la autoriazción para instalar las líneas 
telefónicas y sistemas del servicio público, á que se 
refiere el artículo precedente, debiendo, al efecto, 
cumplirse los requisitos que esta Ley determina. 

Artículo 3. — Todos los postes y conductores que 
se utilicen para la instalación de teléfonos, se coloca- 
rán en los sitios que designare la autoridad corres- 
pondiente, y serán rectos, lisos y fuertes, y de acuer- 
do con las exigencias del ornato, según lo disponga 
aquélla ; á la altura y con las precauciones necesarias 
para que los alambres no produzcan daño alguno á la 
vida ó á 'la propiedad, y dichos postes, alambres y 
conductores, serán colocados de nuevo, elevados ó re- 
movidos, siempre que así lo ordene la autoridad co- 
rrespondiente, por requerirlo la construcción de edi- 
ficios, ó algún otro motivo. 

Si los propietarios de la planta telefónica ó sus 
representantes, no efectuaren la nueva colocación, 
elevación ó remoción á que se contrae el artículo pre- 
cedente, dentro del plazo que se fije por 'la autoridad 



correspondiente municipal, se hará por la Adminis- 
eión Municipal, á cuenta y cargo de aquéllos. 

Artículo 4. — Siempre que una línea de postes lle- 
ve más de veinte y cinco pares de alambres u otros 
conductores, tendidos separadamente, deberán ser 
reunidos en un solo cable ; y siempre que los alambres 
ó conductores pasen de doscientos cincuenta pares, 
en una línea de postes, se les colocará en cables sub- 
terráneos. 

Artículo 5. — El propietario de una planta tele- 
fónica, reconstruirá ó reparará, á su costo, toda cons- 
trucción de cualquiera vía pública, urbana ó rural, 
que así lo requiera, en consecuencia de los trabajos 
que sean indispensables para el tendido subterráneo 
de alambres ú otros conductores, y si dejare de hacer- 
lo en el plazo razonable que al efecto fije la autoridad 
municipal respectiva, ésta ordenará que dichos tra- 
bajos se practiquen á cuenta y cargo de dicho pro- 
pietario. 

Artículo 6. — Toda la línea de teléfonos y sus ac- 
cesorios, serán de los tipos más modernos, con cuan- 
tos perfeccionamientos se utilicen en cada caso, y de- 
berán ser oportunamente sustituidos, á dichos fines, 
según los progresos de la ciencia, en los métodos de 
trasmisión de mensajes y señales, mediante teléfonos. 

Artículo 7. — Toda empresa de teléfonos llevará 
una cuenta separada de los ingresos brutos de su ser- 
vicio telefónico, concretada á cada Término Munici- 
pal, por donde sus líneas atraviesen. Una copia de 
dicha cuenta, por cada año natural, será entregada 
en el mes de Enero al Alcalde Municipal respectivo, 
y éste, por sí, ó por medio del Tesorero Municipal' ú 
otra persona en quien expresamente dicho Alcalde 
delegare, podrá revisar, cuando lo crea conveniente, 
los libros y cuentas de la Empresa, para comprobar 
los informes presentados. 

Artículo 8. — Toda persona que solicite una con- 
cesión para establecer un sistema de teléfonos bajo 
esta Ley, deberá exponer las líneas generales y termi- 



nales de sus líneas principales y los centros de pobla- 
ción en donde se propone explotar el servicio local; 
cuyos datos deberán constar en la escritura de con- 
cesión. El concesionario, dentro de los seis meses si- 
guientes á la fecha de dicha escritura de concesión, 
deberá empezar las obras de instalación, y dentro de 
los diez y ocho meses siguientes á dicha fecha, tendrá 
establecido un centro telefónico en cada centro de po- 
blación en donde se propone explotar un negocio lo- 
cal; y tendrá no menos de dos mil quinientos apara- 
tos disponibles para uso doméstico ó público en cada 
centro de población de más de cien mil habitantes; 
mil aparatos en los centros de población de más de 
treinta y cinco mil, pero que no excedan de cien mil ; 
cuatrocientos en los centros urbanos de más de veinte 
mil habitantes, pero que no excedan de treinta y cin- 
co mil; y cien en centros urbanos que no excedan de 
veinte mil habitantes; y dentro de los dos años si- 
guientes á la fecha de la escritura de concesión, el 
concesionario deberá tener establecidas líneas conec- 
tando todos los centros de población con los cuales se 
propone explotar el servicio solamente á larga dis- 
tancia. 

El concesionario deberá, después de la expira- 
ción del plazo de los dos años prescriptos en el párra- 
fo precedente, instalar en cada centro de población 
comprendido en su concesión, cuantos teléfonos sean 
solicitados dentro de los treinta días siguientes á la 
fecha de la solicitud correspondiente. 

Artículo 9. — Las Empresas de teléfonos tendrán 
que pagar los mismos impuestos sobre propiedad te- 
rritorial, edificios y bienes muebles, exclusivo de la 
autorización que las demás personas ó entidades tie- 
nen que pagar actualmente ó tengan que pagar en lo 
adelante, según la Ley ; y tendrán que ingresar cada 
año en el Tesoro Municipal el dos por ciento de los 
ingresos brutos que correspondieren á los respectivos 
Municipios, y dicho tanto por ciento será en lugar 
de todos los impuestos sobre la autorización ó las au- 
toridades. 

Artículo 10. — Dentro del plazo de diez días si- 
guientes á la fecha de la escritura de concesión, y co- 



mo requisito cuyo incumplimiento dejará sin efecto 
la misma, el concesionario deberá depositar en el Te- 
soro de Cuba, veinte pesos en efectivo ó valores pú- 
blicos de Cuba ó de los Estados Unidos, aprobados 
por el Secretario de Gobernación, por cada aparato 
que, según lo previsto en el artículo 8 de esta Ley. es- 
tá obligado á tener disponible; ó prestará fianza en 
igual suma garantizada, por alguna Compañía de 
fianzas, con autorización para establecer un servicio 
en Cuba, y aprobada por el Secretario de Goberna- 
ción. Si el depósito se hace en efectivo, éste puede 
ser depositado, á solicitud del concesionario y á su 
riesgo, y devengando interés, en algún banco, que pa- 
gue interés, designado por él y aprobado por el Se- 
cretario de Gobernación, y todo interés que devengue 
dicho depósito, será pagado al concesionario ó sus ce- 
sionarios. Si el depósito se hace en valores públicos, 
el interés que ellos devenguen, también será pagado 
al concesionario ó sus cesionarios. 

En el caso de falta de cumplimiento, en todo ó 
en parte, por el concesionario, de las condiciones es- 
pecificadas en el párrafo primero del artículo 8, salvo 
causa fortuita ó evidente fuerza mayor, el efectivo ó 
valores depositados serán declarados decomisados á 
favor del Estado, totalmente ó en la parte que se con- 
sidere necesaria, en relación con las condiciones que 
las Compañías hayan dejado de cumplir, y en el caso 
de que se haya prestado una fianza, el Secretario de 
Gobernación podrá proceder á hacerla efectiva en to- 
do ó en parte, á beneficio del Estado, según proceda; 
pero si dicho concesionario fiel y enteramente cumplie- 
re con dichas condiciones, dicho efectivo ó valores les 
serán devueltos, ó cancelada la fianza. 

Artículo 11. — Toda autorización para establecer 
una empresa de teléfonos de servicio público, podrá 
ser ampliada á otro territorio, previa solicitud y con 
las condiciones que se dejan expuestas, y constitu- 
yendo al efecto la fianza, bajo los términos antes in- 
dicados. 

Artículo 12. — Ninguna autorización para empre- 
sa de teléfonos tendrá carácter exclusivo ó privile- 
giado. Toda instalación sucesiva habrá de hacerse 



en sentido de que no estorbe el funcionamiento de las 
que le hayan precedido. No obstante, cuando la ins- 
talación y explotación de un sistema estorbe ó impida 
indebidamente la instalación ó explotación de otro, la 
autoridad municipal podrá ordenar cuanto crea con- 
veniente sobre traslación ó nueva colocación de pos- 
tes, alambres ó conductores ó cualquiera otra modifi- 
cación que crea necesaria ó conveniente, fijando el 
plazo en que la empresa respectiva deba verificarlo, y 
en su defecto, lo hará la Administración Municipal, á 
cargo y cuenta de aquélla. 

Artículo 13. — En ningún caso el Estado, la Pro- 
vincia ó el Municipio, asumirán responsabilidad^ al- 
guna por los daños ó perjuicios que en las personas 
ó en las propiedades se irrogaren con motivo de la 
explotación ó funcionamiento del servicio de telé- 
fonos. 

Artículo 14. — El Municipio podrá usar en cual- 
quier tiempo, sin tener que satisfacer indemnización 
por este concepto, los postes de cualquiera línea de 
teléfonos establecida dentro de su Término, siempre 
que lo creyere así conveniente, para establecer un sis- 
tema telefónico municipal, de alarma para la policía 
ó incendios, ó con cualquiera otro fin de carácter pú- 
blico que se realice por la acción del Gobierno; pero 
en tales casos, se realizará la nueva instalación sin 
estorbar el natural funcionamiento de la empresa de 
teléfonos. 

Artículo 15. — Salvo caso fortuito, ó de fuerza 
mayor evidente, se tendrá por caducada y sin efecto 
alguno, la autorización concedida para una empresa 
de teléfonos, si dentro de los términos que se dejan 
expresados, dejare de cumplir cualquiera de las con- 
diciones que se dejan expuestas. 

Artículo 16. — Las autorizaciones concedidas á 
los fines que se dejan expuesto, constituyen un dere- 
cho del que podrá disponerse libremente; pero toda 
persona ó entidad en la que aquél resulte trasmitido, 
quedará subrogada en el lugar y grado de su causan- 
te, para todas las obligaciones impuestas á aquél, en 
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virtud de la autorización, y a&ímiaDO respeto de cual- 
quiera nuera dispusieron legal que se diñare. 



Artículo 17, — Toda autorización para estable 
un sistema de teléfonos de servicio público, llerará 
implícita la obligación de guardar di servicio de todos 
los mensajes, siendo directa y primeramente respon- 
sable la Empresa de cualquier perjuicio que pudiera 
irrogóme por la violación de dicho secreto: indepen- 
dientemente de la responsabilidad que pudiera atri- 
buirse al funcionario ó funcionarios respectivos, por 
violación de correspondencia, y de que sean destituí- 
dos en todo caso del servicio, si así lo requiriere de la 
empresa la persona perjudicada. 

Artículo 18. — Las tarifas máximas por el servi- 
cio telefónico en centros de población de menos de 
cincuenta mil habitantes, serán : 

(1) Los abonados que tengan teléfonos de servi- 
cio doméstico, con un circuito metálico é individual y 
conexiones ilimitadas, continuas locales, pagarán men- 
sualmente por adelantado, por cada teléfono un pre- 
cio fijo que no exceda de cuatro pesos; 

(2) Los abonados que tengan teléfonos en su 
tienda, oficina ú otro establecimiento de negocios, no 
abierto al público, que tengan un circuito metálico 
é individual con conexiones ilimitadas, continuas lo- 
cales, pagarán mensualmente, por adelantado, un pre- 
cio fijo que no exceda de seis pesos por cada teléfono. 

En ciudades de cincuenta mil habitantes en ade- 
lante, serán: 

(1) Los abonados que tengan teléfono de servi- 
cio doméstico, con un circuito metálico é individual y 
conexiones ilimitadas, continuas locales, pagarán men- 
sualmente por cada teléfono, un preco fijo que no ex- 
ceda de cinco pesos; 

(2) Los abonados que tengan teléfonos en sus 
oficinas y bufetes profesionales, no abiertos al públi- 
co, que tengan un circuito metálico é individual, con 
conexiones ilimitadas, continuas locales, pagarán men- 
sualmente por adelantado un precio fijo que no ex- 
ceda de siete pesos, ó á la opción de la compañía tele- 
fónica, sus sucesores ó cesionarios, en lugar del pre- 
cio fijo se pagará por mensaje un precio que no ex- 



ceda de diez centavos por cada conexión, libre de 
alquiler del instrumento; 

(3) Los abonados que tengan teléfono en su tien- 
da, oficina ú otro establecimiento de negocio, no abier- 
to al público, que tengan un circuito metálico é indi- 
vidual con conexiones ilimitadas, continuas locales, 
pagarán mensualmente por adelantado, un precio fi- 
jo que no exceda de ocho pesos cincuenta centavos, ó 
á la opción de la compañía telefónica, sus sucesores 
ó cesionarios, se pagará en lugar del precio fijo, por 
mensaje, un precio que no exceda de diez centavos ppr 
cada conexión, libre de alquiler del instrumento; 

(4) Los casinos, clubs, sociedades de recreo, ho- 
teles, cafés, teatros ó paraderos de ferrocarriles, don- 
de el público puede usar los teléfonos, que tengan un 
circuito metálico é individual con conexiones ilimita- 
das, continuas locales, pagarán mensualmente, por 
adelantado, un precio fijo que no exceda de doce pe- 
sos, ó á la opción de la compañía telefónica, sucesores 
ó cesionarios, en lugar del precio fijo, se pagará por 
mensaje un precio que no exceda de diez centavos 
por cada conexión libre de alquiler del instrumento. 

Los abonados que tengan teléfonos al servicio de 
varios suscriptores, pagarán : 

(1) Por cada teléfono, cuando hayan dos con un 
crieuito metálico, pagarán mensualmente, por adelan- 
tado, tres cuartas partes del precio por un circuito 
metálico individual, y cuando hayan tres ó más telé- 
fonos con un circuito metálico, cada abonado pagará 
la mitad del precio por un circuito metálico indivi- 
dual. 

(Para el servicio á larga distancia, pagarán : 

(1) Por cada conexión, extendiendo fuera de los 
límites municipales del centro local, los abonados pa- 
garán un precio por mensaje de cinco minutos ó par- 
te de ese tiempo. 

Por doscientos cincuenta kilómetros, un centavo 
por kilómetro. 

Por más de doscientos cincuenta, y no más de 
quinientos kilómetros, tres cuartos de un centavo por 
kilómetro, siempre que el precio no sea menos que el 
de doscientos cincuenta kilómetros. 

Para más de quinientos kilómetros, medio centa- 
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vo para cada kilómetro, siempre que el precio no sea 
menos que el de quinientos kilómetros. 

Artículo 19. — Por la presente se reserva al Con- 
greso el derecho de reglamentar los precios para el ser- 
vicio de teléfonos ; pero cualesquiera que en lo sucesi- 
vo puedan ser señalados, serán suficientes para pro- 
ducir al concesionario una utililidad razonable sobre 
el capital invertido después de hacer los correspon- 
dientes abonos para el sostenimiento, explotación y 
otros gastos necesarios. 

Artículo 20. — Las autorizaciones que se conce- 
dan, de acuerdo con esta Ley, pueden ser modificadas 
ó revocadas por el Congreso, siempre que así se consi- 
dere oportuno por motivos de interés general ; pero si 
de ello resultare perjuicio, los perjudicados deben ser 
indemnizados previamente, según las formalidades 
establecidas en los casos de expropiación forzosa; pe- 
ro sin tomar en cuenta el valor de la concesión. La 
indemnización no se otorgará cuando la revocación se 
dictare porque el concesionario faltare á las prescrip- 
ciones de esta Ley. 

Artículo 21. — Todo el que con arreglo á esta Ley 
obtuviere una concesión para el establecimiento de 
una Empresa de Teléfonos, antes de comenzar la ex- 
plotación de ésta, dentro del radio de una concesión 
exclusiva ya existente, perteneciente á otra, deberá 
obtener la renuncia del derecho exclusivo ó monopo- 
lístico de dicha coneesión y presentarla al Gobierno. 

Si el dueño ó dueños de aquélla rehusaren otor- 
gar la citada escritura de renuncia, ó si las partes no 
pudieran ponerse de acuerdo sobre el valor de los in- 
tereses de la concesión exclusiva, dichos intereses po- 
drán ser expropiados y el valor del derecho exclusivo 
podrá ser tasado de la misma manera que en los ca- 
sos de expropiación para ferrocarriles, y será pagada 
por el concesionario la cantidad adjudicada, antes de 
comenzar la explotación del sistema nuevo. Si dicho 
concesionario, además de obtener la renuncia del de- 
recho exclusivo y monopolístico de 'la concesión, ad- 
quiere la propiedad de dicho dueño de la concesión, 
el citado cesionario abonará al Estado el valor de 
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sus intereses revertibles en la propiedad de dicha con- 
cesión, y se tomará como base para la tasación de los 
tales derechos revertibles, el valor de la concesión ex- 
clusiva en el momento de la venta y traspaso con una 
rebaja de cinco por ciento por cada año ó la parte 
correspondiente de dicho tanto por ciento por cada 
fracción de año que aún haya de existir la concesión. 

Artículo 22. — Si cualquiera persona ó entidad 
que posea ó explote teléfonos ó sistemas de teléfonos 
para el servicio del público en la Isla de Cuba, con 
privilegio exclusivo, ó, que posea una concesión para 
ese objeto, llega á ser el concesionario de una autori- 
zación, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, abo- 
nará al Estado el valor en el momiento de otorgarse la 
autorización de los derechos revertibles de éste en la 
propiedad de ¿a concesión, sin afectar por esto el ca- 
rácter exclusivo de la concesión. Se tomará en tal 
caso como base para la tasación de los derechos re- 
versibles, el valor que tuviere la concesión exclusiva 
en el momento en que se afectare la autorización ba- 
jo las prescripciones de esta Ley, con una rebaja de 
cinco por ciento cada año, ó la parte proporcional de 
dicho tanto por ciento en cada año ó parte del mis- 
mo que aún haya de existir la concesión. 

Artículo 23. — Todo el que de acuerdo con los 
preceptos de esta Ley, obtuviere una autorización pa- 
ra explotar líneas telefónicas ó para extenderlas á te- 
rritorio en donde habiendo existido una concesión 
exclusiva, el privilegio hubiere dejado de existir por 
los procedimientos que esta Ley señala, pagará pre- 
viamente á la persona ó compañía que hubiere obte- 
nido del primitivo concesionario, la renuncia de su 
monopolio ó privilegio, si dicha concesión no hubiera 
caducado en virtud del vencimiento de su plazo, una 
indemnización proporcionada al beneficio que dicha 
renuncia represente á los posteriores concesionarios. 

Para apreciar la cuantía de dicha indemniza- 
ción, se tendrá en cuenta : 

(1) La suma que se hubiere abonado al propie- 
tario de la primitiva concesión, por la renuncia de su 
privilegio ; 

(2) El número de años que faltare para que és- 
te hubiere expirado; 
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(3) El tiempo que. con relación á esta última 
fecha, hubiere explotado ei servicio el que abonó la 
renuncia del privilegio; 

(4) £1 tiempo que la nueva Empresa ó Compa- 
ñía hubiere de explotar el servicio antes del en que 
legalmente habría podido hacerlo, de subsistir el mo- 
nopolio primitivo. 

Igual obligación se entenderá impuesta respecto 
de los que con posterioridad obtuvieren nuevas auto- 
rizaciones, dentro del plazo en que hubiere existido 
el privilegio primitivo. En este caso, la indemniza- 
ción será abonada proporcionalmente al que hubiere 
obtenido la renuncia del monopolio, y á los que hue- 
bieren indemnizado á éstos. 

Artículo 24. — Las Empresas de Teléfonos para 
uso particular, estarán exentas de contribución mien- 
tras no extiendan sus lineas fuera de las fincas de 
sus dueños ó tengan por objeto comunicar con los 
que dependieren del propio dueño : pero en otro caso, 
pagarán la cuota correspondiente fijada por los 
Ayuntamientos respectivos. 

Artículo 25. — El Estado podrá atribuirse el ma- 
nejo exclusivo de cualquiera Empresa de Teléfonos, 
siempre que lo crea conveniente, por motivos de gue- 
rra ó alteración grave del orden público. En tales 
casos, podrá utilizar todo ó parte del personal que 
realice el servicio de dicha Empresa. Al restituir á 
ésta su funcionamiento, el Estado indemnizará los 
perjuicios que haya podido sufrir aquélla. 

Artículo 26. — Las obras y servicios de las Em- 
presas de Teléfonos que se establezcan de acuerdo con 
esta Ley, se declaran de utilidad pública, por lo que 
se contrae al derecho de expropiación y servidumbre 
de paso, ateniéndose en tales casos, á lo previsto en 
la legislación de ferrocarriles. 

Artículo 27. — Toda Empresa de Teléfonos esta- 
blecida con arreglo á esta Ley, fijará su domicilio y 
constituirá su oficina en la Isla de Cuba, permane- 
ciendo en ella un representante autorizado para tra- 
tar con las autoridades y con los particulares á toda 
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díase de efectos judiciales ó administrativos. El in- 
cumplimiento de este precepto será causa determi- 
nante de la inmediata revocatoria de la autorización 
otorgada. 

Artículo 28. — El Presidente de la República, los 
Secretarios y Sub-Secretarios del Gabinete, el Sena- 
do, la Cámara de Representantes, los Gobernadores 
de las Provincias, los Presidentes de Consejos Pro- 
vinciales, los Alcaldes Municipales, los Presidentes de 
Ayuntamientos, los Jefes de Policía Municipal y Se- 
creta y los de la Guardia Rural, el Presidente del Tri- 
bunal Supremo y los de las Audiencias, los Jueces de 
Primera Instancia, los de Instrucción y los Correccio- 
nales, tendrán en sus respectivas oficinas un aparato 
telefónico, que la empresa instalará gratuitamente, é 
igualmente sostendrá en cuanto á la comunicación lo- 
cal. En las mismas condiciones, el teléfono de cada 
una de dichas oficinas será extendido dentro de la 
misma á cada uno de los distintos jefes que allí tu- 
vieren su despacho. 

Artículo 29. — El Gobierno inspeccionará por me- 
dio de sus delegados, la ejecución de las obras, el des- 
empeño del servicio telefónico en todas sus partes, y 
el puntuad cumplimiento de las obligaciones contraí- 
das con la empresa, el propio gobierno y el público. 
Al efecto, podrán dichos delegados penetrar á cual- 
quiera hora en las oficinas ó estaciones, examinar los 
libros 6 documentos de la empresa y exigir los datos 
y noticias que tengan por conveniente. 

En el caso de que la empresa ó sus empleados 
falten á las condiciones estipuladas ó no ejecuten el 
servicio con la regularidad debida, podrán dichos de- 
legados proponer al Alcalde Municipal la imposición 
de multas y la adopción de las medidas que concep- 
túen procedentes. Las multas que impongan los Al- 
caldes á las empresas no podrán exceder de cincuen- 
ta pesos en moneda oficial. 

Si el interesado no abonare la multa dentro de 
los tres días siguientes á la notífición, el Alcalde co- 
municará lo actuado al Juzgado Correccional respec- 
tivo para que proceda á hacerlas efectivas. 

Toda multa será impuesta dentro de los quince 
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aquél, el valor del mismo, sin tomar en cuenta el va- 
lor del privilegio, y entendiéndose que se les dé avi- 
so á los dueños, por parte del Gobierno, de dicha in- 
tención, con un año, á lo menos, antes de »la expira- 
ción de dicho período de veinte años. 

Cualquier Municipio tendrá el mismo derecho, 
respecto de los sistemas de teléfonos cuya operación 
está concretada á su Término Municipal. 

Artículo 32. — Para poder apreciar los valores no 
determinados y el montante de la indemnización que 
hubiere que pagar, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 20, 21, 22, 23, 25 y 31 de esta Ley, ex- 
ceptuando los casos en que dichos valores se determi- 
nen por procedimientos de expropiación, habrá un 
convenio entre las partes interesadas, y si dejaren de 
ponerse de acuerdo, por medio de representantes, uno 
de los cuales será designado por cada una de las par- 
tes, y cuyas decisiones serán definitivas; pero si di- 
chos representantes no llegaren á un acuerdo, desig- 
narán un arbitro para dictar la decisión ; y si los re- 
presentantes dejaren de designar un arbitro, el Juez 
de Primera Instancia de la localidad, ó si hubiere más 
de uno, el más antiguo, designará dicho arbitro, y 
contra dicha resolución no habrá recurso alguno. 

Contra las decisiones del arbitro caben los mis- 
mos recursos que los previstos §n la Ley de Enjuicia- 
miento Civil para los fallos de amigables compone- 
dores. 

Artículo 33. — Desde la fecha de la promulgación 
de esta Ley, no se hará ninguna concesión telefónica, 
excepto bajo los preceptos de la misma y toda la le- 
gislación de teléfonos vigentes no tendrá efecto en 
ninguno de sus preceptos en cuanto á las concesiones 
que se hagan según esta Ley. 



MANIFESTACIONES 

de los señores comisionados Alfredo Zayas, 
Juan Gualberto Gómez y Felipe González 
Sarraín, relativas á este Proyecto. 



A la Comisión Consultiva: 

Los subscribientes, Miembros de esta Comisión 
Consultiva, después de leer detenidamente la carta 
presentada á la misma para su aprobación, con obje- 
tó de remitirla al Sr. Gobernador Provisional, con el 
proyecto de Ley de Teléfonos redactado por la Comi- 
sión, manifestamos nuestra inconformidad con un 
particular de gran importancia, contenido en la refe- 
rida carta, como respuesta á uno de los extremos á 
que se refleje la comunicación del Sr. Gobernador, 
de 6 de Abril ptóximo pasado. 

Esa comunicación abarcaba tres puntos, sinteti- 
zados en las siguientes interrogaciones : I a ¿Procede 
la reforma de la Legislación vigente sobre Teléfonos? 
2 a ¿Serían los actuales momentos de oportunidad pa- 
ra realizarla? 3 a En caso afirmativa, a las anteriores 
preguntas ¿cuáles debieran ser las modificaciones 
adoptables ! 

El criterio sustentado en la carta respecto á la 
segunda de esas interrogaciones es lo que motiva 
nuestras ofbservaciones, pues creemos que por razones, 
así de carácter político legal como de otro orden, es 
inoportuno é inconveniente modificar la Legislación 
de Teléfonos, para implantar inmediatamente la nue- 
va Ley. 

En el "Informe del Goebrnador Provisional' ', 
publicado el año anterior en esta Ciudad, se dice: 
"La íñd&le y el alcance del Gobierno Provisional 
quedaron definidos en la Proclama del Secretario 
Taft que lo estableció "; y esa Proclaiñá afirma que él 
Gobierno Provisional existirá el tiempo necesario 
''para restablecer al orden, la paz y la cóñflánzá ,, . 
Y agrega: ** continuarán en vigor todas las Déyes que 
no sean inaplicables pbr su naturaleza' *. 

Nadie podrá sostener que la actual Legislación' 
sobre Teléfonos es inaplicablfe, y mucho menoá qué 
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sea cansa determinante de inquietad pública, ó im- 
pida el restablecimiento del orden, la paz y la con- 
fianza, afortunadamente restablecidos por completo. 
Xo existe pues, bajo el aspecto legal y político, nin- 
guna consideración atendible para recomendar que se 
haga ahora la reforma de la Legislación de Teléfo- 
nos, aun cuando se reconozca deficiencia en la misma. 

Por lo que atañe al proposito perseguido con la 
reforma, que no puede ser otro que fomentar el desa- 
rrollo de las comunicaciones telefónicas, llegándose á 
la instalación de una red, que pueda llamarse nacio- 
nal, porque no se limite á determinadas poblaciones 
importantes, que ya tienen hoy ese servicio, sino que 
además de enlazar á éstas entre sí, las ponga en co- 
municación con las de menor categoría, extendiéndo- 
se los alambres por todo el territorio de la República, 
desde Baracoa á Mantua, tenemos el fundado temor 
de que no ha de lograrse con esta Ley proyectada, y 
sobre todo, si se pone en vigor inmediatamente. 

En efecto : no es necesario demostrar que una lí- 
nea telefónica á larga distancia, por si sola, no puede 
ofrecer en Cuba utilidad ni beneficio á quien la insta- 
le y explote, y únicamente aceptaría la obligación de 
construirla, la persona ó sociedad que se viera forzar 
*da á hacerlo, como condición para poder explotar los 
telefones en la Capital y ciudades principales. Esta 
reflexión basta á demostrar que no se establecerán 
líneas á larga distancia mediante la nueva Ley, pues 
ella autoriza a solicitar permisos para instalaciones 
locales, ó entre dos ó más «poblaciones, según conven- 
ga al peticionario, que no resultará obligado á dar 
cumplimiento á todas las prevenciones del Art. 8 o del 
proyecto de Ley, sino en caso de obtener una autori- 
zación para todas las instalaciones á que el mismo se 
contrae. 

Por otra parte, mientras duren las actuales con- 
cesiones, y se les reconozca carácter de exclusivas ó 
privilegiadas, nadie que no sea el dueño de aquellas 
concesiones podrá establecer una nueva instalación 
bajo los preceptos de la hey proyectada, y en las Ciu- 
dades en que existan, porque las exigencias que con- 
tiene el Art. 20 y el derecho que concede el 21, per- 
miten fácilmente que sea el mismo concesionario quien 
por sí, ó por tercera persona de su confianza, pida la 
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autorización y presente la renuncia del derecho al 
monopolio, y como ya tiene la instalación que funcio- 
na, es indudable que la ventaja que á su favor resul- 
ta y la prevención del Art. 22, dificultan extraordi- 
nariamente la competencia, que después de todo no 
es f&cil surja, por no ser las poblaciones de Cuba ca- 
paces, ni por el número de sus habitantes ni por su 
actividad mercantil, industrial y de negocios en ge- 
neral, de sostener eon holgura más de una Empresa 
Telefónica en su seno. 

Parece, por consiguiente, que mientras no revier- 
ta al Estado la propiedad de las actuales concesiones, 
ó por lo menos la de la Habana, que es la que reviste 
importancia mucho mayor que la de otros lugares, no 
debiera ponerse en vigor la nueva Ley, que resultaría 
en beneficio casi exclusivo de los actuales concesiona- 
rios. Sería conveniente dar tiempo bastante para 
que sea conocida la Legislación reformada, para que 
nuevos solicitantes puedan prepararse, y desde luego, 
en tal caso, es recomendable, para no perjudicar al 
Estado, que los derechos de propiedad que le corres- 
ponden a virtud de las concesiones privilegiadas, ya 
sean efectivos ó ya espectantes, sean objeto de una li- 
citación entre los solicitantes que ocurran á virtud de 
esta Ley, para que la indemnización que el Estado 
perciba por esos derechos de propiedad sea la mayor 
posible. 

Por las consideraciones expuestas creemos que la 
segunda de las preguntas formuladas por el Sr. Go- 
bernador Provisional, debe contestarse en sentido ne- 
gativo, reformándose en consecuencia parte de la car- 
ta presentada á la consideración de esta Comisión, de 
acuerdo con aquel criterio; y de no estimarlo así la 
mayoría de la Comisión, deseamos que se haga cons- 
tar nuestra opinión, haciéndose en el texto de dicha 
carta referencia al presente escrito. 
Habana, Mayo 9 de 1908. 

(P) Juan Gü Alberto Gómez. (P) Alfredo Zatas. 
(P) Felipe González Sarraín. 
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